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PRINCIPIOS BASICOS PARA LA REFORMA DEL DERECHO 
PENAL CANONICO * 
l. INTRODUCCIÓN 
El primer objetivo que supongo han debido proponerse los miem-
bros componentes de la Comisión para la reforma del libro V del Có-
digo de Derecho Canónico es descubrir con la máxima claridad y ma-
yor profundidad posible, a la luz de la naturaleza místico-jurídica de 
la Iglesia iluminada por la doctrina eclesiológica del Concilio Va tica-
no n, los principios básicos que deben fundamentar tanto la legislación 
como la doctrina penal canónica. Tras el largo período de tiempo 
que la Comisión lleva dedicando sus mejores esfuerzos a este quehacer 
habrán alcanzado ya conclusiones de gran valor y madurez; por lo 
que me temo que mi aportación en este trabajo llegue un poco a des-
tiempo. A pesar de ello he creído de interés presentar esta comunica-
ción aprovechando la gentil invitación de los organizadores de este 
Congreso internacional de Derecho Canónico, para ofrecer al estudioso 
del Derecho penal canónico el fruto de mi reflexión sobre el tema. 
Quiero dejar sentado desde el principio que el valor que concedo 
a la conclusión de este trabajo no es de tesis definitiva, sino de suge-
renCIa que creo interesante, pero que he de someter aún a ulterior 
investigación. 
n. DOCTRINA PRECONCILIAR 
I . La justa retribución del delito como significado y finalidad 
de la pena canónica. 
Todo el sistema penal canónico debe girar en torno al significado 
que tenga la sanción penal en el ordenamiento jurídico de la Iglesia; 
el derecho penal es parte integrante dél Derecho canónico; por lo 
• Comunicación presentada al Congreso Internacional de Derecho Canónico, cele-
brado en Roma (14-19 de enero de 1970). 
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que es ocioso afirmar que en él inciden todos los principios informa-
dores del mismo. 
Bien sabido es para el canonista que en el período pre y poscodicial 
hasta prácticamente la víspera del Concilio tanto la legislación como 
la doctrina canónica estaban basadas en el principio jurídico funda-
mental de la "sociedad jurídicamente perfecta". En torno a este prin-
cipio se ha elaborado una doctrina extensísima que no es ahora el 
momento de recoger> pero sí recordar dada su importancia como 
presupuesto básico para fundamentar el derecho penal canónico. 
La concepción doctrinal referida considera el bien común de la 
sociedad y el bien particular del "súbdito" como un juego dialéctico 
de intereses en el que el interés común siempre ha de prevalecer so-
bre el individual limitándolo y hasta anulándolo cuando la consecu-
ción del bien común así lo exija: sírvanos de ejemplo -en la sociedad 
estatal- el servicio militar obligatorio en el campo de batalla con 
costante peligro de perder la vida, exigido a veces sólo por conservar 
el prestigio del país en el concierto de las naciones. El interés común, 
por tanto, tiene una entidad propia y definida que se constituye en 
principio inspirador y objetivo a conseguir por todas y cada una de 
las normas jurídicas del ordenamiento. Las normas reguladoras de 
relaciones jurídicas privadas no sólo no pueden oponerse al bien común, 
sino que también han de pretenderlo. 
Si la conducta de un súbdito, aún en el supuesto de estar exigida 
por unos intereses personales fundamentados en el Derecho natural, 
v. g., defensa de la vida, de la dignidad personal, de la libertad de 
expresión en cuestiones opinables: políticas, profesionales, etc., violan 
una norma defensora del interés común en aquella sociedad, v . g ., ser-
vicio militar obligatorio, prohibición de asociaciones políticas, profe-
sionales, etc., tal conducta se convierte en antijurídica y el súbdito 
agente en delincuente. Desde ese momento la dialéctica de intereses 
llega a su máxima expresión: el interés común amenazado por la 
perturbación del orden social pone en marcha el mecanismo de su 
venganza -vindicta-exigiendo un justo castigo al delincuente o 
como dice · Cuello Calón "una justa retribución del mal del delito 
proporcionada a la culpabilidad del reo". Y en ello consiste, según el 
autor citado, "La esencia íntima de la pena" 1. El reo ha de satisfacer 
1. E. CUELLO CALÓN, La moderna penología, 1 (Barcelona, 1958), p, 17. 
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por su delito cumpliendo el castigo impuesto en la sentencia condenato-
ria según el baremo objetivo establecido en la norma penal. 
La legislación penal contempla al delincuente en potencia como una 
amenaza a la tranquilidad pública que hay que impedir con medidas 
preventivas y de intimidación, y al delincuente en acto como un per-
turbador del orden social establecido cuya restauración exige del reo 
una expiación proporcionada al daño social causado culpablemente. El 
aspecto subjetivo del delincuente sólo es considerado en cuanto índice 
manifestativo del grado de culpabilidad; y algún sistema legal tam-
bién lo tiene en cuenta para valorar el grado de capacidad de readap-
tación a la sociedad. Pero ningún ordenamiento, que yo sepa, excepto 
el canónico, reconoce al ciudadano unos valores de destino personales, 
intransferibles e imposible de subordinar a cualquier otro valor de la 
sociedad que constituyen la razón de su pertenencia a la sociedad, y que 
han de estar presentes en todo el complejo legislativo sin excluir el 
penal. Son dichos valores quienes exigen la sanción penal y quienes 
la matizan poniendo en plano de igualdad la exigencia de los derechos 
de los restantes ciudadanos con la de los del propio delincuente. Es este 
un punto de gran valor para comprender una de las características pe-
culiares del Derecho penal canónico y que expondré más adelante; lo 
he adelantado aquí para que sirva de contraste con los ordenamientos 
estatales, para quienes se ha elaborado la doctrina penal de la "retri-
bución", aunque, como veremos a continuación, ha tenido fiel acogida 
en la legislación penal canónica y en no pocos canonistas poscodiciales 
hasta casi nuestros días. 
Efectivamente, el Código de Derecho Canónico señala expresamente 
que la pena eclesiástica se impone "ad delinquentis correctionem et 
delicti punitionem" 2. El carácter retributivo de la sanción penal canó-
nica, ya suficientemente clara en este canon, queda aún más explícito 
en la definición de pena vindicativa recogida en el mismo Código : 
"Poenae vindicativae illae sunt qua e directe ad delicti expiationem 
tendunt ita ut earum remissio a cessatione contumatiae delinquentis 
non pendea t" 3. 
No es necesario comentar el contenido de los cánones citados para 
2. Canon 2.215. 
3. Canon 2.286. 
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mostrar el impacto que la teoría "retributiva" ejerció tanto en la mente 
de los redactores como del Pontífice que los sancionó: Basta leerlos. 
No fue menor la influencia de dicha teoría en la doctrina canónica 
de la época sobre todo si tenemos en cuenta la función meramente 
exegética que quedó a los comentadores del Código por expresa vo-
luntad del Pontífice 4. 
Entre los muchos autores cuya doctrina se podía recoger 4 bis voy 
a entresacar, como más representativos a Amor Ruibal por la proyec-
ción filosófica que da a su exégesis, y a Michiels por la profundidad 
y riqueza de referencias históricas con que estudia esta problemática. 
y como contraste traeré la opinión de García Barberena que disiente 
de los anteriores. 
Amor Ruibal 5 estudia, dentro del concepto de Derecho penal, la 
significación y finalidad de la pena tanto en el ordenamiento estatal 
como canónico. Afirma el autor que "una teoría legítima de la pena 
debe reunir -entre otras- la siguiente condición: Ha de aamitir una 
base absoluta para la pena y castigar el mal en cuanto mal, sin subor-
dinarla a fines de utilidad individual o social en cuanto útiles, aunque 
nada de esto se excluya. Porque es una profunda verdad psicológica 
y jurídica que el delincuente es reputado merecedor de la pena antes 
que se piense en sacar de ésta ningún provecho ni para el delincuente 
ni para los demás" 6. De ahí que la solución que debe darse a la 
problemática sobre el significado de la pena "debe buscarse en una 
teoría de retribución relativa dentro de los valores élicos del orden 
constituído según las normas de la naturaleza y las positivas, que 
completan aquellas" 7. Consecuente con la teoría expuesta concluye 
que la razón o fin esencial de la pena es la restauración del orden 
establecido, quebrantado por la violación de la ley determinada; fun-
ción restauradora que se realiza a través de la retribución penal 8. 
Michiels se define dentro de la misma línea, pero matizando el sen-
4. Cfr. Decretos de 7 de Agosto de 1917 (A. A. S., 1917, p. 439) Y de 31 de Octubre 
de 1918 (A. A. S., 1919, p. 19). 
4 bis. Vid. entre otros los autores citados por T . GARCÍA BARBERENA, Comentarios 
al Código de Derecho Canónico, 4 (Madrid, 1964), pp. 199-200, notas 14 y 17. 
5. A. AMOR RUIBAL. Derecho penal de la Iglesia Católica, 1 (Madrid, 1922), pp. 1 ss. 
6. Ibídem, p. 36. 
7. Ibídem, p. 40. 
8. Ibídem, pp. 15 Y 41. 
188 
HEFORMA DEL DERECHO PENAL 
tido peculiar que, según éL la retribución tiene en el ordenamiento 
canónico 9. 
Parte del supuesto básico de que las normas penales sólo pueden 
emanar de la potestad coactiva de una sociedad jurídicamente perfecta; 
potestad que tiene por fin alcanzar la restauración del orden jurídico 
lesionado 10. 
La naturaleza y fundamento de cualquier derecho penaL también el 
canónico, se cifra en la necesidad, fundada en la misma ley eterna, de 
proteger el orden jurídico sociaL lesionado por el abuso delictuoso de 
la lib.ertad humana 11. 
Sentadas las premisas anteriores llega a las conclusiones siguientes: 
a) la causa próxima de la punición canónica es la discrepancia que 
toda acción delictuosa supone con relación al orden jurídico-social 
eclesiástico; b) el fin primario e intrínseco, la restitución del orden 
público eclesiástico turbado por el delito; e) y la medida, aquella que 
determine el daño social culpablemente inferido mediante el delito. 
Habida cuenta que las notas establecidas son predícables de todo 
sistema jurídico-penaL Michiels sale al paso de posibles confusiones ex-
presando las diferencias existentes entre el ordenamiento canónico y 
el estatal a la hora de aplicar las características citadas: 
La Iglesia, a diferencia de lo que sucede en el Estado, no persigue 
la tutela del orden jurídico social como fin, sino como medio para 
conseguir el fin sobrenatural último. 
Además, el diferente sentido que en ambas sociedades tiene la ex-
presión "restaurar el orden social". En el Estado, el daño social que 
produce el delito se reduce sólo a la perturbación de la tranquilidad 
pública, mientras en la Iglesia el daño social repercute directamente 
en el escándalo ocasionado a los fieles. Consecuentemente, la vindica-
ción social -en el sentido de justa retribución- pretendida por la 
pena- eclesiástica se dirige, en primer término, a reparar el escándalo 
y, de este modo, restaurar el orden social favoreciendo así la santifica-
ción de toda la sociedad 12 . . 
Es de alabar el esfuerzo que Michiels ha realizado para matizar las 
9. G. MICHIELS, De delictis et poenis, 1 (Romae, 1961), pp. 1 ss. 
10. Ibídem, p. 3. 
11. Ibídem, p . 13. 
12. Ibidem, pp. 19-21. 
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características peculiares del sistema penal canónico con el intento de 
clarificar unos extremos oscuros en los autores anteriores; pero tal 
esfuerzo hubiera sido más eficaz a mi entender si el fin último sobre-
natural lo hubiese usado como principio inspirador o fin pretensión 
del Derecho Canónico, más que como fin término del mismo. De esta 
forma no se vería obligado a destituir al Derecho penal canónico de 
aquello que como fin jurídico le es propio: la tutela del orden jurí-
dico social. Asimismo no tendría que acudir a un concepto moral 
-como es el escándalo que obstaculiza la santificación (realidad inter-
na que escapa del campo inmediato del ámbito jurídico)- para definir 
el contenido de una expresión exclusivamente jurídica como es "restau-
rar el orden social". Claro que de ser así caería en los moldes jurídico 
estatales de los que pretendía deshacerse. Pero es preferible unirse 
a la doctrina de los penalistas estatales si ello es exigido como conse-
cuencia lógica de unas premisas establecidas, que desviarse de la pers-
pectivade conceptualización propia de la ciencia jurídico-canónica. 
Es bien difícil extraer de la pena un significado distinto de la mera 
expiación o retribución justa del delito cuando el sistema penal está 
creado para tutelar el orden jurídico de una "sociedad jurídicamente 
perfecta"; es decir, una sociedad cuyo bien común es distinto y a 
veces contrario al particular, y en la que los titulares del poder -pres-
cindo ahora del origen de dicho poder- tienen como primera misión 
atender las exigencias derivadas del bien común, entre las que se cuen-
ta la restauración del orden público perturbado por el delito. 
2 . El mantenimiento del orden jurídico como significado y finali-
dad de la pena canónica. 
García Barberena 13 niega sentido retributivo a la restauración o 
vuelta al orden que se produce a cargo del delincuente; porque la 
sanción penal "no es un pago a la sociedad de algo que se le debe; 
sino un medio, el único medío existente para la conservación del orden 
social" . 
Estoy de acuerdo con la afirmación citada, mas sólo en parte. Es 
13. T. GARCÍA BARBERENA, o. e., p . 196. 
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verdad que la pena es el único medio existente para la conservación 
del orden social, pero ello es totalmente compatible con el carácter 
expiatorio o retributivo de la misma. Los autores poscodiciales señalan 
a la pena un significado retributivo, precisamente porque creen que 
el delincuente se encuentra en deuda con la sociedad; o al menos a esa 
conclusión se llega siendo consecuentes con la concepción híerarcológi-
ca de la Iglesia como sociedad jurídicamente perfecta: tal concepción 
resuelve la relación sociedad-súbdito en una dialéctica de intereses o 
derechos con costante prevalencia de los sociales sobre los individuales . 
En el supuesto de una ruptura culpable del equilibrío de intereses por 
parte del súbdito, éste ha de responder ante la autoridad legítima sa-
tisfaciendo a la sociedad con un castigo proporcionado al daño o es-
cándalo causado. De ahí que la doctrina, al querer reflejar la deuda 
que el súbdito contrae cuando produce un daño a la sociedad con la 
violación del orden que tutela el bien común, y la satisfacción que por 
ella ha de realizar, acudan al concepto de retribución trasplantando, 
como · bien señala Barberena "un elemento jurídico yusprivatístico al 
terreno del derecho público" 14. Ahora bien, no me extraña la recepción, 
ni la creo ilegítima, como afirma el autor citado, dado que el término 
encaja perfectamente con el concepto jurídico que desean expresar, y 
éste a su vez es fiel reflejo y conclusión lógica del principio general 
admitido por todos como postulado. 
No es difícil suponer que García Barberena se separa de la corriente 
doctrinal de los autores anteriores 15. "La teoría resturadora del Dere-
cho -afirma- aparte de que nadie explica con claridad cómo y por 
qué la pena restaura las lesiones del Derecho, parece suponer que la 
pena misma no es derecho". Asimismo critica las teorías utilitarias 
(corrección, defensa, intimidación) porque justifican la pena como 
algo exterior al Derecho. La solución correcta, por tanto, hay que 
buscarla en el fin del Derecho en general de cuyo fundamento participa 
el derecho penal. Así pues, "la ley crea la norma y la pena la apoya 
y la defiende; por lo cual, el fundamento de la pena reside en su 
necesidad para el mantenimiento del orden jurídico, que es el fin 
de la misma pena». 
14. Ibídem. 
15. Víd. Ibídem, pp. 197 ss. 
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No me resisto al deseo de hacer alguna aclaración a la opinión de 
este autor, porque creo que en el fondo es muy parecida a otras teorías 
criticadas por él. 
Partiendo del supuesto que la norma penal participa del carácter 
jurídico de t~do Derecho -carácter que no creo le haya negado nin-
guna de las corrientes de opinión citadas- la pena puede ser contem-
plada, a la hora de buscar su fin propio, en dos momentos distintos: 
a) el momento de la constitución y b) el de la aplicación. 
Si se elije el momento de la aplicación las corrientes de doctrina 
podrán versar sobre el fin expiatorio, retributivo, restaurador, correc-
cionista, defensivo, etc., conceptos todos que implican el carácter de 
solución y remedio a una situación de hecho de ruptura existente; 
pero no podrá hablarse de mantenimiento ni intimidación, porque 
sólo se puede mantener aquello que aún no se ha roto, y sólo se intimi-
da para evitar una acción aún no existente. 
Si se toma como punto de partida el momento de la constitución 
o, como llamarían los clásicos, la pena "in actu primo", podrá esta-
blecerse como fin el mantenimiento del orden. la intimidación; pero 
no los señalados anteriormente, excepto la defensa del bien común 
que incluye, por su generalidad, tanto la pretensión de la pena "in 
actu primo" como "in actu secundo". 
García Barberena ha fijado el fin de la pena partiendo del momen-
to constitutivo, por 10 que es lógico que señale como tal el manteni-
miento del orden; pero lo que no veo tan lógico es que contraponga 
su opinión a la teoría de la intimidación "dada la finalidad sustentadora 
-de ésta- respecto al Derecho". ¿Acaso el mantenimiento del orden 
no pretende la misma finalidad sustentadora del Derecho? Mantener 
y sustentar son dos conceptos idénticos, al menos en terminología 
jurídica. 
Por todo lo dicho creo que el autor comentado se mantiene dentro 
de una de las posturas tradicionales en torno a la finalidad de la pena 
en general. No puede afirmarse 10 mismo en cuanto a la pena canó-
nica se refiere. Es mérito suyo haber descubierto la categoría de prin-
cipio que en la teoría general del derecho penal canónico tiene la 
característica de atención al individuo propia de las normas canónicas. 
Pues como él dice muy acertadamente "también el individuo es el 
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destinatario último de las normas estatales, pero no uti singulus, sino 
como partícipe del bien común" 16. 
Este principio de derecho divino implícito en todo el ordenamiento 
canónico, tiene diversas manifestaciones también en el sistema penal: 
véase por ejemplo el canon 2.214 que abre la legislación sobre las penas 
y expresa el espíritu que las anima, la imposición de penas por pre-
cepto gubernativo (canon 2.225), la presunción iuris tantum de dolo 
"(canon 2.200, § 2), los modos especiales de cesación de la pena (cá-
nones 2.236 ss.), etc. Ahora bien, su impacto no ha sido suficiente 
como para evitar que la doctrina, intérprete de una legislación y re-
flejo de una realidad sociológica a la vez que impulsora de la mis-
ma, haya influído, de modo no consecuente con las exigencias del 
principio, durante varias décadas en el comportamiento de no pocos 
miembros de la Jerarquía, al menos en Occidente, llegándose a crear 
en la conciencia popular el convencimiento de que la pena es un 
instrumento en manos del superior para obligar al súbdito a cumplir 
unas normas teñido a veces de gran discrecionalidad y en alguna 
ocasión de arbitrariedad. A ello han colaborado no poco las disposkio-
nes legislativas existentes que posibilitan la discrecionalidad del supe-
rior hasta el extremo que en ciertos supuestos de sanción -léase la 
suspensión ex informata conscientia (cánones 2.186-2.194)- puede 
imponerla sin comunicar al sancionado razón alguna de su decisión. 
In. DOCTRINA POS CONCILIAR 
1. La legislación canónica sancionadora como ordenamiento dis-
ciplinar. 
La Iglesia ha establecido unos prinCIpIOs programáticos de valor 
insospechado al afirmar en la Constitución dogmática Lumen Gentium: 
"los Obispos rigen, como vicarios y legados de Cristo, las Iglesias par-
ticulares que se les han encomendado, con sus consejos, con sus ex-
hortaciones, con sus ejemplos, pero también con su autoridad y con 
su potestad s~grada, que ejercitan únicamente para edificar su grey 'en 
16. Ibidem, p. 198. 
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la verdad y la santidad l17 , teniendo en cuenta que el que es mayor ha 
de hacerse como el menor y el que ocupa el primer puesto como el 
servidor". Y más adelante: "No se niegue a oír a sus súbditos, a los 
que como a verdaderos hijos suyos abraza y a quienes exhorta a coope-
rar animosamente con él" 18. 
No es menos expresiva para nuestro propósito la doctrina recogida 
en el número 32: "Y si es cierto que algunos, por Y:duntad de Cristo, 
han sido constituí dos para los demás como doctores, dispensadores de 
los misterios y pastores, sin embargo, se da una verdadera igualdad 
entre todos en 10 referente a la dignidad y a la acción común de todos 
los fieles para la edificación del Cuerpo de Cristo" 19. 
Los criterÍos señalados de igualdad fundamental de todos los fieles, 
y la naturaleza ministerial de la función del poder jurisdiccional en la 
Iglesia, excluyen cualquier clase de arbitrariedad, por pequeña que 
sea, en el ejercicio de tal poder; y en cuanto al margen de discrecio-
nalidad soporta el mínimo necesario para conjugar las exigencias del 
bien común con las necesidades particulares de los miembros de la 
comunidad 20. 
Si la afirmación que acabo de hacer es aplicable a todo el Derecho 
Canónico, lo es de modo especial al Derecho penal por ser éste más 
sensible, en consecuencias funestas, al uso discrecional del poder 21 • 
17. El subrayado es mío. 
18. "Episcopi Ecclesias particulares sibi commissas ut vicarii et legati Christi, 
regunt. consiliis, suasionibus, exemplis, verum etiam auctoritate et sacra potestate, 
qua quidem nonnisi ad gregem suum in veritate et sanctitate aedificandum utuntur, 
memores quod qui maior est fiat sicut minor et qui praecesor est sicut ministrator" 
(cfr. Luc. 22, 26-27). 
"Subditos, quos ut veros filios suos fovet et ad alacriter secum cooperandum ex-
hortatur, audire ne renuat" (L. G., n. 27). 
19. "Etsi quidam ex voluntate Christi ut doctores, mysteriorum dispensatores et 
pastores pro aliis constituuntur, vera tamen inter omnes viget aequalitas quoad digni-
tatem et actionem cunctis fidelibus communem circa aedificationem Corporis Chri-
sti" (L. G., n. 32). 
20. Un estudio profundo y bien documentado sobr.e los derechos fundamentales 
de los fieles y en especial de los laicos puede verse en A. DEL PORTILLO, Fieles y laicos 
en la Iglesia. Bases de sus respectivos estatutos jurídicos (Pamplona, 1969). También 
P . J . VILADRICH, Teoría de los derechos fundamentales del fiel. Presupuestos críticos 
(Pamplona, 1969). 
21. Esa era precisamente una de las preocupaciones de la Conferencia episcopal 
francesa en 1967. En la Asamblea plenaria extraordinaria del episcopado francés, ce-
lebrada en París los días 16 y 17 de Mayo de 1967, Monseñor Mazerat, obispo de An-
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Nos encontramos, por tanto, ante unas notas que el canonista ha de 
apreciar en su justo valor si quiere comprender suficientemente el De-
recho penal canónico: Por una parte la exigencia de certeza jurídica 
garantizada por unas normas penales sustantivas que tipifiquen el de-
lito y otras de procedimiento que consigan una aplicación justa de la 
sanción. De otro lado, un margen de discrecionalidad en la aplicación 
de la pena para adaptarla a las circunstancias peculiares de cada delin-
cuente a fin de que su realización concreta reporte un beneficio al 
mismo delincuente. La primera nota está exigida por la justicia, virtud 
cuya conquista es meta propia del Derecho; y la segunda por la na-
turaleza propia de la Iglesia que caracteriza el modo peculiar y más 
perfecto de adquirir la justicia en su ordenamiento. 
La naturaleza de la Iglesia, sin embargo, no excluye, a mi enten-
der, el carácter coactivo de la sanción penal como afirma H uizing cuan-
do dice: "Hoy, en cambio, el principio de libertad religiosa, aceptado 
por el Concilio, nos obliga a abandonar toda forma de coacción social, 
incluso dentro de la Iglesia ... La Iglesia ha de esperar obviamente 
que su juicio lleve a los posibles transgresores a cambiar de disposicio-
nes, pero aún esto debe ser plenamente voluntario y no el resultado 
de una disciplina coactiva. Así, por ejemplo, el menoscabo social o 
económico que puede llevar consigo la deposición de un oficio eclesiás-
tico no debe seguir siendo empleado como un medio para forzar la 
sumisión y conversión. Más bien deberíamos suprimir tales consecuen-
cias dentro de lo razonable". 
"Parecería más lógico abandonar completamente la idea de 'dere-
cho penal' en la Iglesia y hablar más bien de un ordenamiento disci-
plinar. En él no se trata tanto de juzgar y condenar al individuo cuan-
to de determinar qué tipo de conducta sería incompatible con la 
naturaleza y la misión de la comunidad eclesial" 22. 
gers, encargado de exponer los principios de la reforma del Derecho Canónico, de-
claró respecto al derecho penal, que debía tender "a protéger au maximum le droit 
des personnes contre les abus éventuels de l'autorité". Vid. R. METz, Simples ref!e-
:r:ions sur la reforme du droit pena! de !'Eglise, en "Revue de droit canonique", 18 
(1968), pp. 10~-104. 
22. P. HUIZING, Crimen y castigo en la Iglesia, en "Concilium", 28 (1967), pp. 306-
307. 
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El principio de libertad religiosa así como los principios del Con-
cilio Vaticano n, que he señalado anteriormente, obliga a abandonar 
en la sociedad eclesial todo tipo de castigo o represión social, pero no 
toda forma de coacción social. N o es lo mismo castigo o represión 
que coacción social: El castigo social está basado en una concepción 
retributiva de la pena; es la sociedad quien se venga -de ahí el 
carácter vindicativo de la pena- exigiendo coactivamente al delincuen-
te que pague por el mal que le ha causado; que le retribuya suficien-
temente sufriendo un dolor -sanción- proporcionado al daño infe-
rido mediante la acción delictuosa culpable. Es necesario poner de 
relieve la incongruencia de tal concepción con la doctrina conciliar. 
N o sucede igual con la coacción social. Esta no se deriva de una 
teoría general del Derecho penal, sino de la pena misma que por 
naturaleza es coactiva; coacción que puede ser concretada de muy 
diversas formas: desde el recurso a la fuerza física utilizada por el 
poder ejecutivo estatal hasta el recurso a la fuerza moral de inhibición 
de los miembros de la comunidad frente al sancionado. Es verdad 
que la Iglesia actual no puede ni debe usar el primer sistema, pero 
puede acudir al segundo obligando a los fieles, al tiempo que crea en 
ellos la conciencia de la necesidad de impedir o al menos no participar 
con el delincuente contumaz en los actos socio-eclesiales realizadores 
de la Unidad. Tal actitud de los miembros de la Iglesia implica una 
verdadera coacción externa y social~ es decir, jurídica, para el san-
cionado contumaz. 
Mi opinión respecto al supuesto de pérdida de un oficio -yo diría 
beneficio- eclesiástico que Huizing señala por vía de ejemplo, para 
justificar la conveniencia de abandonar completamente la idea de "de-
recho penal" en la Iglesia y sustituírla por un ordenamiento discipli-
nar, es que confirmaría suficientemente la conclusión si la finalidad 
exclusiva de la pena canónica fuese "forzar la sumision y conversión" 
del delincuente; pero no es asÍ. Como explicaré más adelante, el sig-
nificado y finalidad de la sanción canónica no es la vindicación o re-
tribución del delito, como tampoco se agota en la mera medicinalidad. 
y volviendo al ejemplo añado aquí que la pérdida de un beneficio 
u oficio eclesiástico debe estar suficientemente justificada eIlla mayoría 
de los casos por una simple sanción administrativa, cuyas característi-
cas son bien distintas de la sanción penal. 
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2. La defensa de los derechos eclesiales fundamentales como sig-
nificado y finalidad de la pena canónica. 
La primera característica que creo se debe subrayar al definir el 
significado de la sanción canónica es su naturaleza jurídica coactiva. 
Toda sociedad jurídica autónoma debe disponer de medios jurídicos 
suficientes para garantizar la eficacia de sus normas sustantivas tanto 
entre los ciudadanos obedientes como los recalcitrantes. Cuando las 
normas regulan intereses contenidos en relaciones jurídicas privadas, 
queda su eficacia suficientemente garantizada con la nulidad o anula-
bilidad del acto violador de la norma. No sucede igual si las normas 
regulan o protegen derechos comunes de la sociedad sobre todo cuan-
do son fundamentales para su permanencia. En este supuesto la viola-
ción de la ley perjudica no ya al individuo particular sino a los derechos 
de la comunidad como tal, que en el caso de la Iglesia no son contra-
puestos a los de los individuos sino que coinciden con los fundamentales 
de todos y cada uno de sus componentes. De ahí la necesidad de 
recurrir a unos medios extraordinarios -leyes penales- que garanticen 
el cumplimiento de esas normas, y por tanto el orden jurídico justo que 
ellas persiguen, allí donde falta o es opuesta la voluntad de los ciuda-
danos. La coactivídad de los medios viene exigida por la misma con-
tumacia del delincuente: ante una voluntad contumaz y recalcitrante 
sólo la coacción puede hacer eficaz la imperatividad de la ley. 
Ahora bien, como dije antes, hay diversas formas de concreción 
de la coactividad jurídica exigidas por las características propias del 
ordenamiento de que forma parte: desde el recurso a la fuerza física 
de P9licía hasta la mera inhibición de la comunidad a la que pertenece 
el delincuente. 
¿Cuál es la forma concreta de coactividad exigida por el ordena-
miento canónico? No es posible contestar a esta cuestión sin plantear 
y resolver otra previa con la que está íntimamente ligada hasta depen-
der de ella. ¿Qué significado y finalidad imponen a la pena canónica 
las características peculiares del ordenamiento de la Iglesia? Para con-
testar a esta pregunta no voy a acudir, como sería lo normal, a la doc-
trina de los canonistas que estudian la materia desde el prisma de una 
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teoría general del Derecho canónico 23; prefiero partir de un texto lu-
minoso de la Constitución dogmática Lumen Gentium que, desde el 
plano de los princip:os, responde perfectamente a nuestra cuestión. 
Refiriéndose a la Iglesia que ha definido en el número 8 como sociedad 
jurídica y cuerpo místico de Cristo, realidad compleja constituída por 
un elemento humano y otro divino 24, afirma: "Ese pueblo mesiánico 
tiene por Cabeza a Cristo ... Por condición la dignidad y libertad de 
los hijos de Dios ... Por ley el mandato nuevo ... Tiene como fin la rea-
lización del Reino de D:os, que fue incoado en la tierra por el mismo 
Dios y que El mismo lo consumará al fin de los tiempos ... "25. 
Las características que el Concilio señala informan todo el ordena-
miento canónico, confiriéndole unos matices que configuran de modo 
peculiar cada una de las partes que lo integran. Por cuanto se refiere 
al derecho penal éste queda afectado en aquello que constituye el prin-
cipio básico de toda su estructura: el significado que justifica y la fi-
nalidad que persigue la pena canónica. 
Lo explicaré con la amplitud que exige una clara exposición. 
El desarrollo práctico de cualquiera de las características señaladas 
nos llevaría a la misma conclusión, puesto que cada una implica las 
demás; no obstante si se observan desde una perspectiva intelectual 
distinta pueden señalarse diferencias interesantes que comportan exi-
23. Sobre las características generales del Derecho canónico vid. entre otros autores 
a J. HERVADA, Fin y características del ordenamiento canónico, en "Ivs Canonicvm", 
2 (1962), pp. 5-110; P. LOMBARDÍA, Sobre las características peculiares del ordenamiento 
canónico, en "Temis", 5 (1959), pp. 68 ss.; M. USEROS CARRETEROS, Temática relevante 
en los estudios actuales sobre la naturaleza peculiar del ordenamiento canónico, en 
R. E. D. C., 14 (1959), pp. 114 ss. 
24. "Societas autem organis hierarchicis instructa et mysticum Christi Corpus, 
coetus adspectabilis et communitas spiritualis, Ecclesia terrestris et Ecclesia caelesti-
0US bonis ditata, non ut duae res considerandae sunt, sed unam realitatem complexam 
efformant, quae humano et divino coalescit elemento" (L. G., n. 8). 
25. "Populus ille messianicus habet pro capite Christum, qui traditus est propter 
delicta nostra et resurrexit propter iustificationem nostram (Rom. 4, 25), et nunc no-
men quod est super omne nomen adeptus, gloriose regnat in caelis. Habet pro con-
ditione dignitatem libertatemque filiorum Dei, in quorum cordibus Spiritus Sanctus 
sicut in templo inhabitat. Habet pro lege mandatum novum diligendi sicut ipse Chri-
stus dilexit nos (cfr. lo. 13, 34). Habet tandem pro fine Regnum Dei, ab ipso Deo in 
terris inchoatum, ulterius dilatandum, donec in fine saeculorum ab Ipso etiam con-
summetur, cum Christus apparuerit, vita nostra (cfr. Col. 3, 4), et ipsa creatura libe-
rabitur a servitute corruptionis in libertatem gloriae filiorum Dei (Rom. 8, 21)" 
(L. G., n. 9). 
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gencias peculiares. Unidas todas ellas nos conducirán a la conclusión 
#nal que señale el elemento constitutivo básico del significado y fina-
lidad de la sanción canónica. 
a) La capitalidad eclesial de Cristo, que "no nos llamó siervos 
sino amigos" 26, que mostró su amistad dando la vida por todos ti y 
que no vino a ser servido sino a servir 28, reclama tanto la igualdad 
fundamental de todos los fieles, como el carácter ministerial o de ser-
vicio de la función jerárquica. 
El Concilio Vaticano II recoge en textos distintos ambas exigencias 
de la capitalidad de Cristo. El número 32 de la Constitución Lumen 
Gentium habla de verdadera igualdad entre todos los miembros de la 
Iglesia en cuanto a la dignidad y a la acción común a todos los fieles 
para la edificación del Cuerpo de Cristo 29. El número 18 que sirve de 
proemio al capítulo dedicado a la constitución jerárquica de la Iglesia 
establece a su vez que "los ministros, poseedores de la potestad sagra-
da, están al servicio de sus hermanos" 30. 
Considerada la sanción penal a la luz del principio de la igualdad 
fundamental vemos que necesariamente debe excluir todo cuanto sig-
nifique venganza o reivindicación de la sociedad contra el delincuente. 
La venganza, reivindicación, retribución, satisfacción, expiación, etcé-
tera, son conceptos que, como he repetido varias veces, sólo tienen 
cabida en un supuesto de sociedad en la que la relación bien común-
bien particular se resuelve en una dialéctica de intereses con preva-
lencia constante del interés común sobre el particular. Cuando el súbdito 
antepone su interés particular al bien común con perjuicio de éste, la 
sociedad reivindica su derecho violado exigiendo al delincuente una 
satisfacción proporcional a la gravedad del delito. 
Ahora bien, la sociedad cuyo ordenamiento está informado por el 
principio de igualdad fundamental de todos sus componentes no puede 
admitir una lucha antagónica entre comunidad e individuo, derecho 
26. Juan, 15, 15. 
27. Juan, 15, 13. 
28. Mateo, 20, 28. 
29. Cfr. nota 19. 
30. "Ministri enim, qui sacra potestate pollent, fratribus suis inserviunt, ut om-
nes qui de Populo Dei sunt, ideoque vera dignitate christiana gaudent, ad eumdem 
fin~m libere et ordinatim conspirantes, ad salutem pervenient" (L. G., n. 18). 
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común y derecho particular. Los actos antijurídicos del ciudadano que 
perjudican los derechos de la comunidad hasta constituir delito, per-
judican en igual medida sus derechos propios que fundamentalmente 
son los mismos de la comunidad; por lo que la actitud de la sociedad 
no puede ser de venganza de un derecho prop:o violado, contra el titu-
lar de un interés particular, dado que el violador participa de ese mis-
mo derecho. 
A la misma conclusión se puede llegar partiendo del principio de 
"la dignidad y libertad de los hijos de Dios" que el texto citado de la 
Constitución señala como condición de la sociedad eclesial. 
Efectivamente; la Iglesia de Cristo está constituída por voluntad 
fundacional en Pueblo de Dios cuyos miembros gozan de la dignidad 
y libertad de los hijos de Dios. Los cristianos que engrosan las filas 
de la sociedad eclesial lo hacen con plena libertad, no sólo en el mo-
mento de su incorporación sino durante todo el tiempo de su perma-
nencia 31. El Concilio Vaticano II deja bien claro que el hombre no 
debe ser coaccionado por poder humano alguno para abrazar una reli-
gión o permanecer en ella, porque así lo exige el derecho natural ma-
nifestado en la misma dignidad de . la persona humana 32. Pues bien, 
ese título universal exigitivo de libertad religiosa queda subrayado y 
acrecentado para el bautizado, por el nuevo título de la filiación divina. 
La dignidad sobrenatural ontológica y de destino que la gracia bautis-
mal confiere al cristiano solicita de éste una respuesta afirmativa libre 
y constante. Todos los ciudadanos de la Iglesia, conscientes de su voca-
ción cristiana personal : "ego elegi te et vocavi te nomine tuo, meus es 
tu" 38, para la realización del Reino de Dios trabajan libremente en 
su construcción. Por tanto, la Iglesia - Pueblo de Dios- extructurada 
por voluntad de su Fundador sobre la base de una llamada personal 
de Dios y una respuesta libre del hombre que se conjuntan eficazmente 
en la recepción del bautismo, constituye una sociedad en la que se 
identifican los derechos fundamentales comunes e individuales. Tanto 
31. Sobre la necesidad y función del elemento sicológico en la incorporación y 
permanencia del cristiano en la Iglesia puede verse J. ARIAS, Bases doctrinales para 
una nueva configuración jurídica de los cristianos separados, en IVS CANONICVM, 
8 (1968), pp. 83 ss. 
32. Vid. Declar. "Dignitatis humanae", n . 2. 
33. Isafas, 43, 1. 
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la sociedad como tal cuanto cada componente han de trabajar para la 
construcción del mismo Reino de Dios, cuya realización comunitaria. 
irá desarrollándose en la medida y con la perfección con que se realice 
en cada uno de sus miembros; de tal manera que sólo alcanzará la 
plenitud cuando todos y cada uno de los predestinados vivan plena-
mente el Reino de Dios 34. Para llevar a cabo esta tarea desde el plano 
jurídico, la sociedad como tal no tiene función alguna que la haga 
titular de algún derecho distinto de sus componentes y que delegue pa-
ra su ejercicio en la autoridad legítimamente constituída. Es esta Auto-
ridad quien recibe directamente de Cristo la potestad jurisdiccional pa-
ra que establezca los cauces jurídicos que posibiliten y garanticen la 
eficacia de la acción comunitaria de los ciudadanos. 
Al no tener la sociedad eclesial derechos algunos que oponer a los 
intereses individuales y por tanto que defenderlos o vengarlos, ante el 
desequilibrio provocado por el atropello de los mismos, salta a la vista 
la incompatibilidad de la concepción vindicatoria-retributiva con el sig-
nificado de la pena canónica. 
b) Por otra parte la función ministerial que los órganos jerárqui-
cos tienen también cuando rigen la sociedad 35 les obliga a realizar su 
cometido :utilizando los medios más aptos y de la forma más adecuada 
para que todos y cada uno de los ciudadanos consigan el fin propio 
de la Iglesia, dado que los destinatarios del ministerio son cada uno 
de los miembros componentes de la Iglesia, y Esta sólo en y a través 
de ellos. Tal principio excluye, por supuesto, cualquier tipo de arbi-
trariedad por parte de los detentares del poder; pero es más, obliga 
a los órganos de gobierno que en el ejercicio del poder legislativo, ju-
dicial, administrativo y ejecutivo, es decir, en cualquier manifestación 
del mismo pretendan como objetivo principal el desarrollo y defensa 
de los intereses personales que mejor conduzcan a la salvación de sus 
almas. Son esos intereses los únicos que pueden justificar la existencia, 
nivel y grado de discrecÍonalidad en la dinámica concreta de gobierno. 
Cuando el Derecho intenta tutelar intereses fundamentales y uni-
versales de la Iglesia, como puede ser lo referente al magisterio, sacra-
34. Cfr. Rom. 8, 28 ss.; Ef. 2, 20 ss.; 4, 13; 1, 23; Col. 1, 24. 
35. Véase el n.O 27 de la Constitución Lumen gentium. 
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mentos, apostolado, etc. y yo diría que entonces más que nunca el 
Superior ha de ser consciente que defiende unos derechos fundamen-
tales que Cristo confió a cada cristiano por el mero hecho de recibir 
el bautismo: el derecho a recibir la verdadera doctrina, a conocer y 
usar los medios de salvación, y a comunicar a los demás el Reino de 
Dios; como tiene el derecho, fundamental también, de ser gobernado 
de la forma más eficaz para la salvación de su alma. Los derechos de 
la Iglesia están todos encarnados en sus miembros. No hay derecho 
fundamental alguno en la sociedad eclesial que tenga como titular la 
comunidad como tal y cuyos detentadores sean los que gobiernan. La 
jerarquía sólo tiene un derecho fundamental que tampoco ha recibido 
de la comunidad sino directamente de Cristo, y es el derecho de servir 
eficazmente enseñando, santificando y rigiendo al Pueblo de Dios de 
quien ellos -la jerarquía- también forman parte como fieles, o me-
jor, como fieles jerarcas. Como fieles participan de los mismos dere-
chos que los demás cristianos; y como jerarquía sólo tienen el derecho 
fundamental que he señalado del que se derivan otros derechos cuya 
concreción está condicionada al momento histórico que viva la Iglesia 36. 
Las ideas apuntadas tienen una aplicación perfecta al significado 
de la sanción penal al menos desde un plano meramente negativo: no 
puede concebirse una sanción penal canónica cuya motivación, bien 
en momento constitutivo bien en el impositivo, haya sido la decisión 
de una voluntad incontrolada por recta y santa que tal voluntad sea, 
y mucho menos si proviene de una mera arbitrariedad del Superior. 
En cualquiera de esos supuestos la sanción sería antijurídica por estar 
basada en un principio opuesto a la misma fundamentación jurídica 
del derecho penal, canónico, como de todo el ordenamiento de la 
Iglesia. 
e) Expuestas ya las exigencias negativas de las notas peculiares 
que caracterizan la sociedad eclesial, como son la exclusión de todo 
cuanto signifique venganza, reivindicación, castigo, expiación, retri-
bución, etc., como incompatible con el significado y finalidad de la 
. pena canónica, pasaré a explicar el elemento que creo definitorio del 
significado penal que buscamos. Elemento exigido por todas las ca-
36. Sobre los derechos fundamentales de la Jerarquía y su relación con el Pue-
blo fiel, vid. A. DEL PORTILLO, o. c. 
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racterísticas referidas hasta ahora, pero en especial por aquella que 
el texto conciliar señala como fin propio del Pueblo mesiánico; a sa-
ber, la realización del Reino de Dios conservándolo y dilatándolo. 
La conservación y dilatación del Reino requieren en el plano sociaI-
jurídico un conjunto de normas que organicen y regulen la vida socio-
eclesial. De ellas, unas -las básicas- provienen directamente de la 
voluntad fundacional de Cristo; otras, también fundamentales, nacen 
de la autoridad eclesiástica como concreción del derecho divino-positivo 
a la luz de las exigencias concretas de cada momento histórico de la 
Iglesia; por último existen otras que regulan relaciones jurídicas de 
los ciudadanos entre sí y con la administración eclesiástica. 
Ese complejo de normas constituye el ordenamiento juríd:co-canó-
nico. Todas ellas, por ser jurídicas, tienen una imperatividad social 
intrínseca que crece según el rango de la norma definido por su nece-
sidad y eficacia para conseguir el fin de la Iglesia. Cuando el ciuda-
dano tiene suficiente sensibilidad para captar la importancia de la 
norma y responsabilidad para llevarla a la práctica, basta la impera-
tividad intrínseca como garantía de su cumplimiento. Pero dados los 
condicionamientos a que está sometida la naturaleza humana caída no 
es posible establecer el caso anterior como supuesto normal; es más 
bien lo excepcional. De ahí que el ordenamiento canónico, como 
todo ordenamiento, posea unos mecanismos jurídicos de defensa para 
garantizar la eficacia de sus normas. 
La nulidad o anulabilidad de los actos garantizan suficientemente 
la eficacia de las normas reguladoras de relaciones jurídicas privadas. 
Las sanciones administrativas en las que tendrían cabida todo lo re-
ferente a multas pecuniarias, pérdida temporal o definitiva de voz 
activa o pasiva o de ambas para los componentes de una persona 
jurídica, etc., son suficientes para hacer cumplir las normas que regu-
lan el ámbito administrativo de la potestad jurisdiccional. 
Pero hay otro sector de normas que protegen y desarrollan derechos 
fundamentales de los fieles, y cuyo cumpliiniento es vital para la con-
servación y progreso de la Iglesia. Son normas cuya violación pone 
en peligro la unidad misma de la Iglesia, y los cauces esenciales de 
unión de los fieles con Dios. El ordenainiento canónico ha de disponer 
de unos recursos extraordinarios para la defensa de tales normas -y, 
por tanto, de los derechos fundamentales que ellas abrigan- contra 
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los ciudadanos que libre y contumazmente pretenden violarlas o las 
han violado de hecho. 
La actitud contumaz antijurídica y antiunitaria del delincuente es 
incompatible, contradictoria y, por tal, obligatoriamente inadmisible 
en las acciones comunitarias realizadoras de unidad, como son los 
actos del culto, sobre todo, aquellos en que se profesa la fe y se 
administran los sacramentos; asimismo es incompatible con el ejercicio 
de cualquier derecho fundamental, v. g. el derecho a ejercer el apos-
tolado. 
La prohibición del ejercicio de los derechos es penal por ser coac-
tiva. Se trata de verdadera coacción aunque distinta de la usada por 
el sistema penal estatal 01. 
No es necesario advertir que el grado de sanción penal ha de 
estar en proporción a la gravedad de la norma violada, de tal manera 
que cuando el delito afecta directamente a la unidad misma de la 
Iglesia por incidir en una verdad de fe, la sanción pertinente ha de 
ser la excomunión; es decir, la acción constitutiva sancionadora por 
la que la autoridad legítima declara al delincuente excluído de la 
sociedad eclesial 38. 
Las normas penales, al defender los derechos fundamentales de 
los fieles incluyen también los principios del delincuente. Hay que 
tener en cuenta que tales derechos no son adquiridos por méritos per-
sonales, sino donados gratuitamente por Dios para su recto uso 39; 
de ahí que la autoridad no requiera para defenderlos la delegación ni 
síquiera el beneplácito de los ciudadanos -delincuentes o no-, sino 
la potestad que para ello ha recibido directamente de Cristo. Por 
ello es compatible defender los derechos de un cristiano a pesar de 
su voluntad recalcitrante y precisamente sancionando con una pena 
la actitud antijurídica impulsada por tal voluntad. 
Esta característica teleológica- del derecho penal canónico incide 
37. Vid. lo expuesto en p. 12. 
38. Por tratarse de un delito que implica herejía formal, el delincuente se había 
autoseparado de la Iglesia previamente a la declaración constitutiva de la autoridad. 
Vid. al respecto J. ARIAS, o. c., pp. 118-119 Y nota 200. 
39. Así lo ha manifestado la Constitución Lumen gentium cuando dice: "Memores 
autem sint omnes Ecclesiae filii conditionem suam eximiam non propriís meritis, sed 
peculiari gratiae Christi esse adscribendam; cui si cogitatione, verbo et opere non 
respondent, nedum salventur. severius indicabuntur" (n. 14). 
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en los momentos constitutivo e impositivo de la pena: el legislador, al 
formular el supuesto de hecho de la norma penal, ha de buscar la 
defensa eficaz de los derechos fundamentales de cada fiel, también del 
delincuente, positivados en normas sustantivas. De donde se deduce, 
que ha de conjugar prudencialmente las exigencias de los derechos 
violados con la atención a las circunstancias personales del posible 
delíncuente. El primer término será atendido mediante una tipifica-
ción clara de los diversos supuestos de delito, sin dar cabida a san-
ción alguna que no esté respaldada por un delito tipificado. Así .10 
exige un derecho fundamental de los fieles que glosaré brevemente: 
He mostrado 'ya la necesidad de sancionar penalmente sólo las accio-
nes antijurídicas que violan las normas que positivizan los derechos 
fundamentales de los fieles, o lo que es igual, los derechos fundamen-
tales de la Iglesia 40. Pues bien, es uno de esos derechos -la dignidad 
de la persona humana reforzada y ennoblecida por la dignidad de 
los hijos de Dios- quien reclama para no ser atropellado, un medio 
jurídicamente garantizado, claro y expedito que manifieste la existen-
cia e importancia de las normas que protegen tales derechos, así como 
la gravedad de su violación. El único medio creado hasta ahora por 
la técnica jurídica y admitido universalmente por todos los ordena-
mientos como una exigencia de la dignidad de la persona humana es 
precisamente .la tipificación del delito mediante una sanción penal. 
De ahí que la necesidad de tipificación, la necesidad de que el principio 
de legalidad informe el sistema penal . canónico hunda sus raíces 
mucho más allá de una simple prudencia política; está fundada en la 
misma estructura jurídica de la Iglesia que no puede dejar al descu-
bierto las exigencias de un derecho fundamental. 
La atención al delincuente que se cifra principalmente en el mo-
mento impositivo de la pena, comporta unas exigencias que son comu-
nes a todo ordenamiento jurídico, y otras que son peculiares del orde-
namiento canónico . 
. Es común a todo ordenamiento la necesidad de una técnica jurídi-
ca que garantice la certeza jurídica en el cumplimiento de las normas, 
40. R. METZ, o. c., pp. 99-100, llega a una conclusión parecida al llamar la aten-
ción sobre la necesidad de restringir "la conception de ce qui trouble l'ordre public"; 
por lo que afirma que "n ne faudrait l'appliquer qu'a des faits qui réellement et 
effectivement mettent en danger l'ordre de la communauté ecclésiale". 
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así como el derecho a una defensa justa y eficaz del presunto de-
lincuente contra la arbitrariedad del poder ejecutivo. Este princip:o, 
admitido en las leyes fundamentales de los Estados con fuerza de pos-
tulado, ha llevado a la creación de unos órganos jurisdiccíonales inde-
pendientes y autónomos del poder gubernativo -los órganos judicia-
les-, sometidos a las leyes de un código procesal detallado que dicta 
las normas que presiden y realizan la dinámica de cada procedimiento 
hasta desembocar en una sentencia con eficacia jurídica. La autoridad 
de la Iglesia, sin embargo, tal vez confiada en la finalidad del ordena-
miento canónico al servicio de un Pueblo que tiene por ley el mandato 
nuevo de la Caridad 41, ha legado de hecho a los fueros de la caridad 
pastoral que informa el ejercicio del poder gubernativo, un cometido 
que debe estar regulado y controlado por las más estrictas normas 
jurídicas: la imposición de las penas canónicas; con el olvido de que 
la caridad empieza donde termina la · justicia, por 10 que hay que 
agotar los recursos de la justicia antes de acudir al ámbito de la 
caridad. En caso contrario puede faltarse a la misma justicia, de-
jando, confiados en la caridad, las puertas abiertas a la mayor arbi-
trariedad. Y si todo el derecho es sensible a este principio fundamental, 
lo es especialmente el derecho penal; pues como bien dice Metz: 
"s'il est un domaine ou l'arbitraire ne devrait pas avoir de place, 
c'est bien celui du droit penal" 42. 
También es común a todo sistema penal conformado según los 
principios del derecho natural, la atención al elemento subjetivo o in-
tencionalidad culpable para imputar al deljncuente la malicia de la 
acción y hacerle responsable de los efectos antijurídicos subsiguientes. 
Por la misma razón se establece un máximo y un mínimum en el 
baremo objetivo de la señalización de la pena, a fin de dar cabida 
a la hora de su individualización al grado concreto de culpabilidad 
en el delincuente. Asimismo existen unas circunstancias modificativas 
de imputabilidad que la excusan, atenúan o aumentan según los casos, 
a tenor del principio admitido unánimemente en los sistemas referidos 
y que se formula así: "No existen delitos, sino delincuentes". 
El principio señalado tiene especiales repercusiones en el sistema 
41. Cfr. Consto Lumen gentium; n. 9. 
42. R. METZ, O. c., p. 100. 
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penal canónico que configuran ciertas características que le diversifi-
can de los restantes sistemas penales. Me refiero a todo cuanto de 
peculiar comporta que los derechos defendidos por la pena tienen 
también como destinatario al mismo delincuente. 
Por ser así, la pena canónica sólo puede desplegar su eficacia ante 
una voluntad contumaz tendiendo directamente a romper la contu-
macia en el ámbito externo y social, que es el único en que puede 
desenvolverse dado su carácter exclusivamente jurídico. Para ello el 
Derecho usa de sus mejores recursos dando facultades amplísimas al 
juez para que las utilice en la imposición de la pena suavizando su 
gravedad en proporción a las buenas disposiciones del delincuente 43. 
Otra consecuencia proveniente del mismo principío es que una vez 
impuesta la sanción, ésta permanece en su eficacia hasta que el san-
cionado desista públícamente de su voluntad antijurídica contumaz. 
En tal supuesto, la autoridad legítima está obligada a desligarle del 
vínculo penal. 
La pena no tiene ya razón de ser. Su justificación como defensa de 
los derechos fundamentales se desvanece al desaparecer el único obs-
táculo para la realización de tales derechos: la voluntad violadora 
del delincuente. La sociedad no tiene derecho a reivindicarse; sólo a 
que los ciudadanos no sean estorbados en el ejercicio de sus derechos 
por el comportamiento antijurídico de los de mala voluntad, La auto-
ridad no puede castigar. pues no ha recibido potestad para ello; sólo 
Dios puede castigar y siempre perdona mientras somos "viatores" en 
la Iglesia militante. Lo que sí puede y debe hacer el superior com-
petente es objetivar en normas positivas las notas que han de caracte-
rizar el comportamiento del sancionado para que su retractación tenga 
eficacia jurídica. Es la autoridad legítima, como rectora de la vida 
jurídica de la Iglesia, quien tiene competencia para designar jurídica-
mente la situación normal o anómala de los ciudadanos cristianos; 
anomalía que viene configurada por la condición de delincuente san-
cionado. 
Profundizando un poco más en el sentido teleológico peculiar de 
la pena canónica y para completar la idea anteriormente expuesta me 
atrevo a afirmar por último que la jerarquía eclesiástica, detentadora 
43. Vid. canon 2.223. 
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del poder jurisdiccional eclesial. no puede dejar de sancionar la actitud 
antijurídica contumaz del delincuente, como tampoco puede desligarle 
del vínculo penal mientras permanezca en su contumacia; Si así 
lo hiciera incurriría en un abuso de poder, habida cuenta su función 
ministerial o de servicio al desarrollo y defensa de los derechos de la 
Iglesia, entre los que ocupan el primer lugar, por ser fundamentales, 
precisamente los defendidos por la pena canónica. 
No creo sea difícil resumir cuanto he explicado a lo largo del tra-
bajo; resumen que quedaría como única conclusión de esta comuni-
cación: el significado y finalidad de la pena canónica tanto en su 
momento constitutivo como impositivo es la defensa, en un ámbito 
exclusivamente jurídico, de los derechos fundamentales de los fieles, 
uno de cuyos titulares es el mismo delincuente. 
Como queda señalado en el título de la comunicación, mi intención 
al escribir estas páginas ha sido exponer el principio básico que debe 
informar la reforma del derecho penal canónico. 
Pues bien, ese principio es a mi entender el que he señalado como 
significado y finalidad de la pena canónica. Ambos datos -significado 
y finalidad- aportan los elementos constitutivos de la. pena. Definida 
así su naturaleza jurídico-canónica, sólo hay que desvelar las posibles 
derivaciones y encontraremos respuesta uniforme a toda la problemá-
tica planteada en torno al derecho penal canónico ; v. g. concepto de 
delito, papel que juegan eIi su realización los elementos objetivo y sub-
jetivo, necesidad del principio de legalidad, normas que deben ser 
sancionadas con penas canónicas, penas latae sententiae, fuero propio 
del derecho penal. remisión dé la pena, etc. 
Es fácil deducir la solución apropiada a todo ese acervo de cues-
tiones y cualquier otra que pueda plantearse; pero su exposición 
excedería en mucho el objetivo propio de este trabajo. Dejaré para 
posteriores ocasiones plantear y dar respuesta adecuada a tan rica y 
compleja temática. Abierta la puerta de entrada al edificio penal no 
encierra dificultad alguna conocer cada uno de los departamentos que 
10 componen; pero la riqueza de su contenido da materia suficiente 
y sugestiva para nuevos estudios. 
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